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OPINIÓN N.° 003-2007/GNP
Entidad:
Empresa de Electricidad del Perú (Electroperú S.A.)
Asunto:
Determinación del objeto de la convocatoria
Referencia:
Carta G N.º 542-2006 

1. CONSULTA
Mediante el documento de la referencia, el Gerente General de Electroperú S.A., en adelante la Entidad, consulta sobre la determinación del objeto de la convocatoria, en lo que respecta al tipo de consultoría que resulta pertinente a efectos de contratar la realización de estudios de prefactibilidad y factibilidad sobre el suministro y montaje de turbinas de ciclo combinado a gas natural.
2.
ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del vigente Texto Único Ordenado  de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

2.1.
Las normas de contrataciones y adquisiciones del Estado establecen la obligación de las Entidades de la administración pública de efectuar los procesos de selección regulados por la Ley, a efectos de adquirir o contratar los bienes, servicios y obras necesarias para el cumplimiento de sus funciones.


En este sentido, el artículo 14º de la Ley y 77º del Reglamento prescriben la obligación de las Entidades de —previamente a la adquisición o contratación de los bienes, servicios u obras requeridos— efectuar los procesos de licitación pública, concurso público, adjudicación directa y adjudicación de menor cuantía a efectos de seleccionar el proveedor con el cual el Estado se obligará y contratará determinada prestación.


Ahora bien, corresponde a la dependencia encargada de las contrataciones y adquisiciones de la Entidad definir el tipo de proceso que corresponde convocar para satisfacer el requerimiento de la Entidad, debiendo para ello observar el monto involucrado en la adquisición o contratación
 de que se trate —valor referencial— y el objeto del proceso a convocarse — adquisición de un bien, prestación de un servicio o ejecución de una obra—, para lo cual deberá tomarse en cuenta la naturaleza de la adquisición o contratación en función de la prestación a ejecutarse.

De lo señalado, puede mencionarse que corresponde a la Entidad determinar la naturaleza particular de su requerimiento, esto es, si aquel consistiría en la obtención de determinados bienes —ya sea en propiedad o arrendamiento—, en la prestación de un servicio —ya sea servicio en general o de consultoría—, o en la ejecución de una obra.

2.2.
Así, la normativa de la materia ha establecido que un servicio de consultoría debe entenderse como aquél en que se requiere de prestaciones profesionales altamente calificadas.

Además, ha dispuesto que Consultor es la persona natural o jurídica que presta servicios profesionales altamente calificados en la elaboración de estudios y proyectos; en la inspección de fábrica, peritajes de equipos, bienes y maquinarias; en investigaciones, auditorias, asesorías, estudios de prefactibilidad y factibilidad técnica, económica y financiera, estudios básicos, preliminares y definitivos, asesoramiento en la ejecución de proyectos distintos de obras y en la elaboración de términos de referencia, especificaciones técnicas y Bases de distintos procesos de selección, entre otros.
De otro lado, se ha previsto que es consultor de obras aquella personal natural o jurídica que presta servicios profesionales altamente calificados consistente en la elaboración de estudios de preinversión y elaboración del expediente técnico de obras, en la supervisión de obras, así como en la elaboración de proyectos y la realización de inspección de obras como funcionario o servidor de Entidades públicas.
2.3. Según la Directiva Nº  004-2002-EF/68.01, Directiva General del Sistema Nacional de Inversión Pública, aprobada por Resolución Directoral Nº 012-2002-EF/68.01, el estudio de prefactibilidad tiene como objetivo acotar las alternativas identificadas en el nivel del perfil
, sobre la base de un mayor detalle de información. Incluye la selección de tecnologías, localización, tamaño y momento de inversión, que permitan una mejor definición del proyecto y de sus componentes.

A su vez, un estudio de factibilidad tiene como objetivo establecer definitivamente los aspectos técnicos fundamentales tales como: la localización, el tamaño, la tecnología, el calendario de ejecución, puesta en marcha y lanzamiento, organización, gestión y análisis financieros.
2.4. De las definiciones esbozadas en los numerales 2.2 y 2.3 de esta Opinión se puede concluir que la elaboración de estudios de prefactibilidad y/o factibilidad técnica para la adquisición o suministro de bienes y su respectivo montaje puede ser contratada con un consultor y no necesariamente con un consultor de obras, ya que las actividades que desarrolla el primero alcanza a los estudios de prefactibilidad y factibilidad técnica que se requieren para determinar el tipo de bienes, características, cantidad, entre otros, que deben considerarse para implementar un proyecto de inversión.

3. CONCLUSIONES
En virtud de lo expuesto, este Consejo Superior concluye que la elaboración de estudios de prefactibilidad y/o factibilidad técnica para la adquisición o suministro de bienes y su respectivo montaje pueden ser contratada con un consultor y no necesariamente con un consultor de obras, ya que las actividades que desarrolla el primero alcanza a los estudios de prefactibilidad y factibilidad técnica que se requieren para determinar el tipo de bienes, características, cantidad, entre otros, que deben considerarse para implementar un proyecto de inversión.

Jesús María, 12 de enero de 2007.

ZAB/
� 	Aprobado mediante Decreto Supremo N.º 043-2006-EF.





� 	De acuerdo con lo establecido en el artículo 77º del Reglamento, para la determinación del proceso de selección aplicable se considerará el valor referencial establecido por la Entidad para la adquisición o contratación prevista y los montos establecidos en las normas presupuestarias para la adquisición o contratación de bienes, servicios, arrendamiento o ejecución de obras, según corresponda.





�  El perfil tiene como objetivo principal la identificación del problema y sus causas, los objetivos del proyecto, la adecuada identificación de alternativas para la solución del problema y la evaluación preliminar de dichas alternativas. Se elabora principalmente con información secundaria y preliminar.





